STJSL-S.J. – S.D. Nº 077/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintitrés días de septiembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “AGUILAR, MARIO ROBERTO c/ PLASTAR SAN LUIS S.A. s/ LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX. Nº 216505/11.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ  y OMAR ESTEBAN URÍA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que conforme a lo informado y proveído a fs. 185, y a las correlativas constancias del sistema Iurix, el apoderado del actor interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva  Nº 95/2014, de fecha 02/12/2014, que luce a fs. 179/182 vta., dictada por la Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Cámara de Apelaciones de la Tercera  Circunscripción Judicial, en cuanto hizo lugar al recurso de apelación de la demandada y en consecuencia receptó la excepción de prescripción y en su mérito revocó en todas sus partes la sentencia de primera instancia, que a su tiempo había hecho lugar a la demanda.

Tanto los fundamentos recursivos cuanto la contestación de estos fueron ingresados vía IOL tal como acreditan los informes de fs. 186, de fecha 28/12/14 y 188, de fecha 17/02/15, respectivamente y las constancias del Iurix. 

2) En la aludida fundación, luego de: i) Presentar el objeto del recurso; ii) Analizar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad formal del mismo y iii) Exponer los antecedentes de la causa, cuestionó -en los términos del inciso b) del artículo 287 del CPC y C- la interpretación dada por la Cámara de apelaciones a las disposiciones contenidas en el artículo 3986 del CC, segunda parte y 257 de la LCT, normas que transcribió. 

En primer lugar dijo que “…la Cámara entendió que el plazo de prescripción bienal establecido por el art. 256 de la LCT ha operado en la causa…” Para ello la alzada “…parte de la premisa de que el plazo de prescripción comienza a correr desde que el crédito es exigible, y esto ocurre desde el momento de la mora automática del deudor...” En consecuencia para la Cámara “…el vínculo ha quedado disuelto el 18/07/2009, día en que la empresa despide con causa al actor, y por ello, se sostiene que hasta ese momento no había ningún crédito a favor del mismo, y por tanto no había empezado a correr el plazo de prescripción…”; “…el crédito (recién) nace al momento en que el trabajador impugna el despido e intima el pago de las indemnizaciones, hecho que ocurrió con el telegrama obrero remitido en fecha 28/07/2009 (…). Es por ello que –siempre en la inteligencia de la Cámara- por aplicación del art. 128 de la LCT, la mora del deudor recién comienza 4 días hábiles después, es decir el 6 de Agosto de 2009…” En consecuencia los jueces que integraron la mayoría del tribunal “…entendieron que si en esa fecha recién nace el crédito, es imposible que un telegrama suspenda la prescripción por un año, pues no puede suspenderse aquello que no ha comenzado…” “…Por ello (…) el fallo atacado (…) entendió que nunca existió la suspensión del curso de la prescripción por el lapso de un año”.

Seguidamente dijo, para criticar la argumentación del tribunal de alzada, que la obligación de indemnizar a causa de un despido arbitrario surge de la ley (art. 245 LCT), y que el crédito del trabajador nació cuando se produjo el distracto laboral. El crédito del actor no nace con la interpelación, pues ella nunca es fuente de una obligación. Por ello, afirmó, que la Cámara se equivocó al entender que el crédito del trabajador nació cuando intimó al pago de la indemnización. 

En esta línea agregó que, sostener la interpretación de la alzada lleva a situaciones disparatadas, en los siguientes términos: “…La Cámara en su mayoría ha sostenido que no puede suspenderse aquello que no ha nacido. Pues bien, siguiendo esa argumentación, habría que concluir que ante un despido con causa, la acción del actor se mantendría por siempre viva y vigente. Si el plazo nace y comienza a correr recién con la intimación, pueden pasar 10 años luego del despido con causa, efectuar intimación, y a partir de allí, el trabajador tendría 2 años para iniciar la acción. Ello porque tampoco podría prescribir el derecho que aún no ha nacido. O mejor: no puede prescribir un crédito que no existe. Y por ello, las acciones laborales serían imprescriptibles en estos casos, situación que en derecho laboral no puede suceder…”

Siguiendo con los ejemplos que demuestran el desatino de la interpretación que critica dijo que “…para que el trabajador tenga el beneficio de la suspensión de la prescripción conforme lo dispone el art. 3986 del CC, deberá ser despedido únicamente sin causa y no abonársele las indemnizaciones…” (pues si se ha invocado causa, para el nacimiento del crédito laboral se requeriría, según la argumentación del fallo de la Cámara, de la intimación auténtica que reclame el pago, momento a partir del cual comenzaría a correr el término de prescripción, acto no idóneo para activar juntamente la suspensión del art. 3986). La aclaración entre paréntesis me pertenece.

Dijo que, tal hermenéutica premia al empleador que ha actuado en forma ilegal y arbitraria y perjudica a la clase trabajadora, que sabido es que se encuentra en situación desventajosa en la relación laboral, situación por la cual el legislador ha instaurado el sistema protectorio de derechos laborales.-
Afirmó que “…mantiene lo sostenido por la Jueza de 1º instancia, por el Fiscal de Cámara y por el camarista Dr. De Battista. No hay duda que hubo un despido. Fue allí cuando nació el crédito del trabajador, y el plazo bienal de prescripción. Al haber una constitución en mora de manera fehaciente, a través de un telegrama obrero, es de plena aplicación lo normado por el art. 3986, segundo párrafo del CC, y por tanto, el plazo de prescripción quedó suspendido por el término de un año…”

También manifestó que la primera parte del artículo 257 de la LCT al sancionar que “Sin perjuicio de la aplicabilidad de las normas del Código Civil, la reclamación ante la autoridad administrativa del trabajo, interrumpirá el curso de la prescripción durante el trámite, pero en ningún caso por un lapso mayor de 6 meses”, está haciendo referencia de forma evidente al artículo 3986 del CC, entre otras normas.

Concluyó esta parte diciendo que, a la luz de las consideraciones precedentes “…no existe duda alguna que la acción y el derecho estaba plenamente vigente y vivo al momento de incoarse la demanda…” y por ello solicitó “…que (se) revoque la sentencia de la Cámara, y se rechace la excepción de prescripción, con costas…”

Finalmente, pidió que se traten los agravios que no fueron tratados en la instancia de apelación, por considerarse abstracto al haber receptado la excepción de prescripción.
3) En el escrito de contestación, la demandada, en lo esencial, dijo: 

“…Es cierto que la obligación de indemnizar ante un despido arbitrario o incausado surge de la ley, más precisamente del art. 245 de la LCT, pero teniendo presente que nos encontramos frente a un despido con causa, debidamente formalizado, es la ley justamente la que deniega el derecho indemnizatorio al trabajador”.

“La notificación por la cual el trabajador rechaza la causa del despido, y reclama en consecuencia el pago de las indemnizaciones por considerarlo incausado puede estimarse idónea para generar la acción indemnizatoria, enmarcando el plazo prescriptivo. Más no resulta hábil simultáneamente para suspenderlo”.

“Así en la causa “Lucero” la Corte indicó que los telegramas colacionados cursados por el actor a la firma demandada resultaban útiles para configurar el acto rescisorio pero no para suspender el curso de la prescripción. No obstante aplicó también la doctrina legal vigente en orden a la ineficacia del telegrama rupturista para suspender el curso de la prescripción en los términos del art. 3986, segundo párrafo, del C. Civil”.
“El comienzo del plazo de prescripción supone la posibilidad de accionar, esto es, la existencia de un crédito exigible lo que se expresa en la regla actio nata praescriptio non sequitu. Cuando el empleador ha despedido con expresión de una causa eximente del pago de las indemnizaciones, ésta debe ser impugnada por el trabajador para estar habilitado a accionar…”

En virtud de ello, finalizó solicitando se rechace el recurso de Casación, con costas.

4) Que a fs. 192/194, obra dictamen del Procurador General en el que, por los argumentos que expuso, a los que remito y doy por reproducidos en honor de brevedad, estimó procedente la casación interpuesta, por configurarse la causal casatoria del inc. b del art. 287, por errónea interpretación de las normas que rigen la materia. 

5) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La notificación de la sentencia recurrida de fs. 183 (10/12/2014); 2) La interposición del recurso de fs. 185 (15/12/2014) y 3) La fundación del mismo, cfr. constancia de fs. 186 (28/12/2014).

El recurso se dirige contra una sentencia definitiva, en cumplimiento de lo imperado por el artículo 286 del CPC y C, y no es exigible el depósito previsto en el art. 290, en virtud de la eximición que la misma norma prevé por revestir el recurrente la condición de empleado o trabajador. 

En consecuencia, considero en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (Cfr. STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL  c/ EDISAL S.A. – D y P – Recurso de Casación). 

Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (..). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.”  (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación).-
2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado en la cuestión anterior en lo pertinente, resulta que se cuestiona la errónea interpretación -y consecuente aplicación- del artículo 3986 del CC, a la luz del art. 257 de la LCT. 

Por lo expuesto, analizadas las constancias de la causa, se advierte que el planteo recursivo ha sido fundado en la causal contenida en el inciso b del artículo 287, ley N° VI-0150-2013.

3) Con finalidad metodológica conviene circunscribir la materia casatoria traída a decidir. Para ello recodaremos sintéticamente los antecedentes causales de la cuestión.

3.1) El actor inició demanda laboral el 26 de agosto de 2011, por el distracto laboral dispuesto por el empleador el 18 de julio de 2009, en el que éste invocó justa causa.

3.2) Al contestar demanda, la accionada, opone excepción de prescripción, en la que alegó haberse cumplido el término de prescripción de dos años que prevé el art. 256 de la LCT; sin que exista elemento o reclamo que haya operado la interrupción o suspensión de la prescripción.

3.3) Corrido el traslado de ley, la actora se defendió afirmando que si bien el día del distracto -18 de julio de 2009 – comenzó el inició del plazo prescriptivo, dicho lapso fue suspendido por un año, el 28 de julio de 2009, por el telegrama cursado a la contraria en el que se la intimaba a abonar la indemnización por antigüedad, preaviso, integración de mes de despido y todo otro rubro que por ley corresponda, denunciando para ello fecha real de ingreso. Que tal suspensión se operó en virtud de lo establecido por el segundo párrafo del artículo 3986 del CC.

En consecuencia concluyó que, el tiempo de prescripción recién hubiese expirado en julio del 2012, por lo que la demanda interpuesta en agosto de 2011 contaba con una acción plenamente viva.

3.4) La Juez de primera instancia consideró que el telegrama remitido por el ex-empleado al ex-empleador, fue apto para suspender el curso de la prescripción, en los términos del art. 3986 del CC, por lo que concluyó que el reclamo judicial iniciado en agosto de 2011 no estaba prescripto, y en su mérito rechazó la excepción.

3.5) La Cámara, a su tiempo, partió de la premisa de que todo plazo de prescripción comienza a correr desde que el crédito es exigible; y en el caso particular afirmó, en lo esencial, que si bien el vínculo quedó disuelto el 18 de julio de 2009, día en que el empleado recibió la CD de despido, en atención a que en la misiva se esgrimió causa de despido, hasta ese momento no había nacido crédito a favor del empleado cuyo plazo de prescripción hubiese comenzado a correr.

Agregó que, el plazo de prescripción recién empezó a correr cuando el actor, previo rechazo de la existencia de causa de despido, se consideró injuriado, formalizó el despido indirecto e intimó al pago de las indemnizaciones por despido incausado, lo que se produjo con el telegrama ley N° 23.789 de fecha 28 de julio de 2009. 

Merituó que, tal intimación no tuvo virtualidad interruptiva de prescripción, pues no estaba corriendo ningún plazo, el que por lo dispuesto en los artículos 149 y 128 de la LCT, recién comenzó a computarse a partir del 6 de agosto de 2009, operándose la prescripción el 6 de agosto de 2011; luego, la acción había prescripto al momento de incoarse la demanda el 26 de agosto de 2011, por lo que la rechazó.-

4) Entrando en el análisis de la cuestión advierto, que si bien la Cámara parte de una premisa verdadera, la cual es que el plazo de prescripción comienza a correr desde la existencia misma del crédito exigible, yerra en afirmar que el distracto no hizo nacer ningún crédito por la mera invocación de causa en la comunicación disruptiva. 

Sin embargo, creo que la terminología utilizada es engañosa, o más bien, puede conducir a desacierto, porque en verdad lo que se debe tratar de determinar ab initio no es la existencia o no, de un crédito, sino del tiempo hábil para reclamar lo que se crea en derecho. Aquello, es decir la existencia del crédito, será determinado con posterioridad por la autoridad jurisdiccional.

En esta inteligencia, cuando se persiga el cobro de indemnizaciones laborales, el plazo hábil para accionar, antes de que opere la prescripción, comienza a transcurrir desde el hecho mismo del distracto que se identifica con un acto jurídico que constituye la causa de la obligación.

Interpretar como lo hace la Cámara, que por haberse invocado justa causa en el despido no hay plazo de prescripción que comience a correr, porque niega la existencia de crédito, es dotar de poderes al empleador capaces de “fijar” la situación jurídica, potestad propia de la jurisdicción cuando se trate de cuestiones controvertidas. 

Para el cómputo del plazo de prescripción lo determinante es el hecho de la desvinculación, y no si se ha invocado o no justa causa. La legitimidad o ilegitimidad del distracto se podrá establecer a la postre.

Así lo ha entendido tanto la doctrina especializada cuanto la jurisprudencia, cuando afirman: “En el caso de indemnizaciones por antigüedad, omisión de preaviso e integración de mes de despido, sea por despido sin causa, con causa o indirecto, el plazo de prescripción comienza a caminar a partir de la comunicación rescisoria y el nacimiento de la acción resarcitoria. Este punto de partida es independiente del debate posterior a si esa rescisión fue ajustada a derecho. La comunicación rescisoria sin causa, con invocación de causa o causal discutida permite al trabajador entablar la acción respectiva (…)” (Cfr. CNAT, sala III, 29/11/96 Díaz, Raúl c/ Dental Medrano SCA s/ Despido” ARESE, César, Ley de Contrato de Trabajo Comentada y Concordada, Tomo III, artículos 196 a 277, Rubinzal Culzoni Editores, 2011, OJEDA, Raúl Horacio Coordinador, pág. 611).
Establecido el momento a partir del cual debe comenzar a contarse la prescripción, he de coincidir con la valoración de la jueza de primera instancia, respecto de la eficacia suspensiva que tuvo el telegrama del 28 de julio de 2009, en los que se intimó a abonar los rubros que se identificaron, por el período que también surge denunciado en la intimación, configurándose los requisitos de constitución en mora del deudor, efectuada en forma auténtica, lo que en el caso implicó la suspensión por el término de un año.

Respecto de tal temperamento creo que no caben dudas y en el caso de presentarse una hesitación, deberá actuarse la norma hermenéutica que manda que “...en materia laboral los actos suspensivos o interruptivos de la prescripción deben ser interpretados en sentido amplio (…) decidiéndose en caso de duda, por la solución más favorable a la subsistencia del derecho del trabajador”, (Cfr. LÓPEZ MESA, Marcelo J., Código Civil y Leyes Complementarias, Anotados con Jurisprudencia, Tomo IV, Edit. Lexis Nexis, pág. 988). En igual sentido TRIGO REPRESAS, Félix A. en Código Civil Comentado, arts. 3875 a 4051, Rubinzal Culzoni Editores, pág. 410, cuando dice “…Siendo la prescripción de interpretación restrictiva, en cuanto produce la pérdida de las acciones, ante la duda se debe estar por la existencia de la interrupción, máxime en materia laboral…”

Por lo expuesto y en mérito al desarrollo antecedente, VOTO A ESTA SEGUNDA CUESTIÓN, con el alcance indicado precedentemente, por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Dada la forma como se ha votado la cuestión anterior corresponde, tener por no operado el plazo de prescripción al momento de interponer la demanda, en virtud de la suspensión por un año a partir de la constitución en mora del deudor de forma auténtica, a tenor de lo prescripto por el artículo 3986 segunda parte del CC entonces vigente, lo que aconteció con la recepción del telegrama ley Nº 23.789 de fecha 28/07/2009, y en consecuencia rechazar la excepción de prescripción opuesta por la demandada. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Hacer lugar al recurso de casación planteado. Por lo tanto corresponde casar la sentencia de segunda instancia Nº 95/2014 dictada por la Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral, de la Cámara de Apelaciones de la tercera Circunscripción Judicial, de fecha 02/12/2014, y en consecuencia rechazar la excepción de prescripción articulada por la demandada. 

Si bien en instancia de Casación, suele resolverse el fondo de la cuestión sin recurrir al expediente del reenvío, ello acontece siempre que la materia sometida a casación esté directamente vinculada con la resolución de fondo a darse.

En el presente caso, la materia sometida a casación ha versado sobre la interpretación de normas sobre materia de prescripción, respecto de lo cual ha emitido fundamentos el recurrente y ha contestado los mismos el demandado, circunscribiendo el thema decidendum. 

El presente constituye, un caso de excepción que admite un tratamiento distinto, para asegurar el debido proceso en punto a la doble instancia ordinaria, por ello, se impone que sobre la base de lo resuelto en esta instancia extraordinaria, bajen las actuaciones para que mediante la conformación de un Tribunal hábil se examinen el resto de los agravios planteados en segunda instancia y no tratados por haberse declarado abstracta la cuestión, al receptarse la excepción de prescripción.

La solución que propicio ha sido admitida por la doctrina que prevé que “…frente a hipótesis excepcionales, la Corte (Superior Tribunal) haga uso del reenvío cuando el proceso llegue a su conocimiento sin estar el mismo en condiciones de ser resuelto definitivamente o irrevocablemente. A mero título ejemplificativo, Ibáñez Frocham plantea el caso en que la causa arribare al Superior Tribunal, mediando un pronunciamiento que acoge la defensa de prescripción (…) siendo aquél el único punto resuelto en el litigio. Pues bien, si la Corte provincial casare la sentencia de segundo grado y declarase que no se ha operado la prescripción, entiende el citado autor que no cabría sino devolver la causa a las instancias inferiores para que, sobre la base de esta declaración, se decidan los demás extremos de la litis…” (Cfr. ARAZI, Roland –director- DE LOS SANTOS, Mabel –coordinadora-, Recursos Ordinarios y Extraordinarios, Rubinzal Culzoni Editores, 2005, pág. 618).

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Conforme ha prosperado el planteo casatorio, se imponen las costas a la vencida, arts. 68, y 279 CPC y C. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

San Luis, septiembre veintitrés de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al recurso de casación planteado. 

II) Casar la sentencia de segunda instancia Nº 95/2014 dictada por la Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral, de la Cámara de Apelaciones de la 3°) Circunscripción Judicial, de fecha 02/12/2014. 

III) Rechazar la excepción de prescripción articulada por la demandada. 

IV) Bajen las actuaciones para que mediante la conformación de un tribunal hábil se examine el resto de los agravios. A sus efectos, ofíciese. 

V) Costas a la vencida. (arts. 68, y 279 CPC y C).- 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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